
10 Micrcoles 1 julio 1992 BOE núm. 157. Supkmento

Ha decidido

Primerl?-Declarar la .nulidad de la Sentencia de 11 de mayo
de 1984 dictada en Consejo de Guerra celebrado en Lérida en la causa
4~IV-1981. y de la Sentencia de 12de diciembre de 1988 de la Sala de
lo Militar del Tribunal Supremo, en lo que se refieren a la cOndena de
don lordi Puig Panella.

Segundo.-Re(.'onúcer d derecho del recurrente a la presunción de
inocencia.

Publíquense esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado••.
Dada en Madrid, a veintiocho de mayo de mil novecientos noventa

y dos.-Francisca Tomás y Valiente.-fernando Garcia·l\lon y González
Regueral.-Jesús Leguina ViUa.-Luis López Guerra.-Vicentc Gimeno
Sendra.-Firmado y rubricado.

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Fernando Garcfa-Mon y
González-Regueral, don Jesús Leguina Villa, don Luis López Guerra y
don Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo 'núm. 231/1989, promovido por la Procura~
dora de los Tribunales doña Teresa Castro Rodríguez, en nombre y
representación de doña María Isabel Lorente Tallada y de doña Rosario
Uobregat Moreno, bajo la dirección letrada de doña Luisa María
Ramón Gomis, contra la Sentencia del Juzgado de Distrito núm. IJ de
Valencia, de '17 de mayo de 1988, qlle condenó a las recurrentes como
autoras de una falta contra el orden publico '1 de otra de coacciones, y
contra la Sentencia del Juzgado de InstrUCCIón núm. 14 de Valencia,
de I1 de noviembre de 1988, que confirmó en apelación la Sentencia de
instancia. Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado
don Fernando García·Mon y González-Regueral. quien expresa el
parecer de la Sala.

J. Antecedentes

l. Mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 3 de
febrero de 1989 y registrado en este Tribunal el siguiente dia 6, la
Procuradora de los Tribunales doña Teresa Castro Rodfíguez. en
nombre y representación de doña Ana María Lorente Lorente. doña
Pilar Junquero,García, doña Maria Isabel lorente Tallada, don Maree
linoJiménez Martínez, don Juan Colón Ibáñez. don José Francisco Sanz
Palap. don Jorge Federico Junquera Mártires, don José Tortajada
Navarra. doña Amelia Tormo Muela, dona Rosario Llabregat Moreno.
don José Antonio Peña Quesada, don Antonio Infante Pérez, don José
Antonio Estruch Serrano. don José García Berlanga, don André Más
Carbó y don Francisco Velert Olmos, interpuso recurso de amparo
contra, la sentencia del Juzgado de Distrito numo 13 de Valencia, de 17
de mayo de 1988, dictada en el juicio de faltas núm. 461/1988. por la
que se condenó a los demandantes, Como autores de una falta contra el
orden publico y de otra de coacciones. a sendas penas de 2.000 y 1.000
pese.tas y reprensión privada. y COntra la Sentencia de fecha 11 de
nOVIembre de 1988, dictada en apelación por el Juzgado de Instrucción
num. 14 de Valencia, confirmatoria de la de primera instancia.

2. La demanda se basaba en los siguientes hechos:

A) El 13 de mayo de t 988, se celebró el juicio de faltas núm.
461/1988 en el Juzgado de Distrito mimo 13 de Valencia. fi%urando
como inculpados los recurrentes, además de otra5 personas que no han
interpuesto demanda de ampnro; Los hechos objeto de enjuiciamiento
conslstian en una presunta alteración del orden perpetadil en la sede de
la Agencia Consular de los EE.UU. en Valencia. Comparecieron a la
vista, además de lbs inculpados, asistidos por dos Abogados defensores,
la denunciante de los hechos, Agente Consular de los Estados Unidos de
América en Valencia, por sí misma. y el Ministerio Fiscal.

B) Una vez practlcadas las pruehas propuestas por las partes, el
Ministerio Fiscal solícitó la absolución de todos 105 inculpados, ciTién
dcs~ la intervención de los Letrados defensores a adherirse a tal
solicitud, a la par Que interesaban la condena de la denunciante como
autora de una falta. de vejaciones injustas, así como la deducción de
testimonio en lo referente a la intervención policial en los hechos de
autos, por scrésta. a juicio de Jos interesados, pre<,untamente delictiva
$t~gun habían revelado las pruebas pr3cticadas.

la denunciante no formuló ninguna ~tició:l expresa de condena ni
de reparación; antes bien, manifestó su no 0p'.1sición a la petirión de
ambas partes, tal como eonsta en el acta del Juicio.

C) El 17 de mayo de ! 988, el Juzgado de Distrlto núm. 13 de
Yak'ocia dictó una Sentencia en la que condenaba a Jos demandantes
de amparo como autores de una falta Contra el orden público y de otra
de coacciones. pese a no haberse formulado acusación por ninguna de
las partes comparecientes. Dicha Sentencia fue recurrida en apelación
por los demandantes alegándose vulneración del principio acusatorio,
dada la inexistencia de acusación formulada contra elJos. e incongruen
cia omisiva, por no contener pronunciamiento preciso sobre las cuestio
nes de Derecho propuestas formalmente por las partes. concretamente
sobre las peticiones de condena de la denunciante formuladas por los
Letrados de los recurrentes, así como sobre la deducción de testimonio
por hechos presuntamente delictivos revelados en el curso de la prueba.

D) Transcurrido el término del emplazamiento y comparecida
unÍC'amente la parte apelante. se celebró la vista en la que aquélla se
limitó a incidir en el vicio procesal cometido por el Juez a qtla. instando
la declaración de nulidad de la Sentencia apelada, y el Ministerio Fisca1.
no obstante su inicial petición, y el Letmdo de la denunciante. que no
se había personado en el término del emplazamiento, soliótaron la
confirmación del pronunciamiento condenatorio.

E) Con,fecha de 11 de noviembre de 1988, el Juzgado de Instancia
numo 14 de Valencia dictó una Sentencia en la que continnaba la
Resolución recaída en primera instancia.

La demanda considera infrigidos los derechos a la tutela judicial
efectiva, a la no indefensión, a la defensa, a ser mformados d·~ la
acusación, ~ un proceso con todas 135 garantías, reconOCido!; en el
art. 24.1 y .. de la CE., e interesa se declare la nulidad de las S~ntcncia:>
recurridas. Solicitando además, de confonnidad con lo dispuesto en el
arto 56 de la LOTe la suspensión de su ejecución «por entender que de
dicha sus~nsión no cabe deducir razonablemente ningún perjuicio ()
perturbaCión para el interés general o de tereeros. mientr~s que el
cumplimiento de las mis'mas. en el caso de que se otorgílra ulterl(irmente
el amparo. supondría serias dificultades a la hora de aqUlbt:Jr b
reparación del dano y proceder a la satisfacción de !;:O5 recurrclllt·<;••.

la demanda se basa en los siguientes argumentos p:lra ro/1siderar
lesionados los derechos fundamentales invocados: En primer !l¡grIL d
pronunciamiento condenatorio se ha producido sin mediar aCU:l,~h':1(Jr1

previa. esto es. sin observar las exigencias. del principio acusatorio; y. c-n
segundo lugar. ha habido incongruencia omisiv3 por cuanto los órgano,>
jurisdiccionales no resolvieron acerca de la solicitud de deducCI(Jn de
testimonio y de la petición de condena que los recurrentes habían
instado en relación con la denunciante.

3. Por providencia de 23 de febrero de 1989, la Sección acordó
tener por interpuesto el presente recurso de amparo y conceder a la
representación de los demandantes, de eonfonnidad con lo dispuesto en
el arto 50.5 de la LOTC, un plazo de diez dias para que pn.'sen1;l<'C el
poder acreditativo de su representación, y para que justificase ft'h::a:icl1~

te'mente la fecha de notificación de la Sentencia de techa I l de
noviembre de 1988. dictada en apelación por el Juzgado de Instrucción
numo 14 de ValenCIa, a los efectos del cómputo del plaLO es¡ahb.'ldo I.."n
el art. 44.2 de la LOTe En cuanto a la petidón de suspensión. se aplazó
cualquil'r resolución a ulla previa decisión sobre la admisión del recUISO.

4. Con fecha de 14 de marzo de 1989. la Procuradora de los
Tribunales doña Teresa Castro Rodríguez presentó un escrito en d 'lut'
manifeslaba que no había podido localizar a algunos de sus mandantes.
acampanando poderes otorgados por don José Francisco Sanz Palop.
don Marcdino Jiménez Martinez, don Josep Antoni Estruch Serrarro,
don AntonIO ~1anuel (nfante perez.doña Ana Maria Lorcnte lúrerltc.
don Jorge Federico Junquera Mártires, don Juan Colón Ibánci':. doi\a
María (sabel Lor.:nte Tallada. doña Amelia Dolores Tormo r...lucla v
doña Pilar Junquera Garcia, y certificación acreditativa de la netifica~
ción de 1.1 mencionada Sentencia a don Andréu Más Carbó. efcebada el
2 de febrero de 1989.

5. Por providencia de 3 de abril de 1989, la Sección acordó tener
por recibido el a01crior escrito y conceder a la citada ProcurJdora un
nuevo y último plazo de diez días para que prescntnse los pod;::rcs y
cédulo.s de notific:ación correspondientes al resto de los recum:r.tes. a
efcctos de lo dispuc'ito en los ílrts. 50.5, 85.2 Y44.2 de la LOTe. Lo quc
así hizo mediante escrito presentado el 18 de abril de 1989. acompanado
de los poderes otorgados por don José Antonio Pena Quesada, dnn José
Luis Tortaja Navarro, dona María Rosario Llobreg:n Moreno y d.on José
Garcia Bcrlan~a, a,;i como de certificaciones de la fecha de notificilción
de la Sentencia dictada en apelación a cada uno de los dlstintos
recurrentes.

Sala Primera. Sentencia 83/1992, de 28 de mayo. Recurso
di? amparo 2311/989, contra Sentencia del Juzgado de
Distrito mimo 13 de Valencia, condenatoria de lasrecurren
les como autoras de una jaita contra el orden público y otra
de coacciones, as[ como contra Sentencia del Juzgado de
Instrucción número 14 de Valencia. confirmatoria en
apelación de fa anterior. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: lndl'!ensión causada por inobsen'ancia del
principio acusatorio.
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6. Por providencia de 8 de mayo de 1989. la Sección Primera de la
Sala Primera acordó tener por recibido el cscnto presentado por la
Procuradora de los Tribunales dona Teresa Castro Rodríguez el 18 de
abril de 1989, con los documentos y poderes acompañados. declarando
que no había lugar a tener por parte en el presente procedimiento a los
'iCñorC5 ~1ás Carbó y Valert Olmos. por no haber subsanado en el plazo
I.:onct'dido el defecto de postulacIón que respecto de los mismos se había
~1\aJado. Y concediendo al resto de los recurrentes, con excepción de las
SCllorJS LaTente Tallada y Llobrcgat Moreno, un plazo de diez días para
lIUl\ de conformidad con lo dispuesto en el art. 50.3 de la LOTC, tanto
su representante como el Ministerio Fiscal presentasen cuantas nlegaclO·
ne,; <.'stimasen pertinentes en rclación con la posible CJusa de ¡nadmisión
consistente en la extemporaneidad de la demanda.

7. Con fecha 29 de mayo de 1989. la Procuradora de los Tribunales
doila Teresa Castro Rodríguez presentó un escrito de alegaciones en el
que reconocía que. debido al dilatado espacio de tiempo empleado por
el Juzgado de Instrucción núm. 14 de Valencia para proceder a la
notificación de la Sentencia de 11 de noviembre de 1988 a cada uno de
los afectados. algunos de los recurrentes tuvieron conocimiento antes
que olros de la resolución que ponía término a la vía judicial, y en todo
l'aso. en tiempo muy anterior a los veinte días que fija como el plazo el
ano 4·t2 de la LOTe: ello no obstante, estimaba que en este caso la
cuestión formalista relativa al cómputo del plazo debía ceder ante la
eCQnomía procesal lograda con la presentación a un tiempo de los
diecisCis recursos de amparo, Por el contrario' el Ministerio Fiscal. en
escrito de alegaciones de esa misma fecha. afirmaba la extemporaneidad
de la demanda de amparo en relación coolos reCurrentes dona Ana
Maria Loreote LaTente, doña Pilar Junquera García, don Marcelino
Jiméncz Martinez. doña Amelia Tonno Muela, don Jorge Federico
Junqucro Martinez•.don Jase Antonio Peña Quesada. don Jase Garda
Bl·r1anga. don José Francisco San Palop y don Juan Colón Ibáñez; así
como, salvo que en este trámite se justificara otra cosa, en relación con
los recurrentes don Jose Tortajada Navarro, don Antonio Infante Pérez
y don José Antonio Estruch Serrano. por no haber acreditado la fecha
de notificación de la demanda. Interesando. por consiguiente, que este
Tribunal dictase Auto acordando la inadmisión del recurso respecto de
los recurrentes citados. por concurrir en relación con ellos el motivo de
¡nadmisión previsto en el arto 50.1 a), en relación con el arto 44.2 de
la LOTe.

8. Con fecha 7 de julio de 1989, la Sección Primera de este Tribunal
dictó Auto por el que acordaba la inadmisión del presente recurso en
n.'lación con los recurrentes doña Ana María Lorcnte Lorente, doila
Pilar Junquera García. don Marcelino Jimenez Martínez. don Juan
Colón Ibáñez. don Francisco Sanz Palap. don Jor~e Federico Junquero
Mártires, don José Tortajada Navarro, darla Ameha Tormo Muela. don
Jos~ Antonío Peña Quesada. don José Antonio Infante Pérez. don Jo~é

Antonio Estruch Serrano y don José Garda Berlanga, por haber
transcurrido respecto de ellos con notorio exceso el plazo de veinte días
estahlecido en el art. 44 de la LOTe al que. por no ser de naturaleza
procesal. no le son aplicables los preceptos de la Ley d~ Enjuiciami~nto
Criminal relativos a los recursos de esta índole Ol otros poSibles
cxtraíbles de los efectos del litisconsorcio o de los supuestos de
pluralidad de partes en el seno del procedimiento judicial, no siendo por
consiguiente susceptible dl' amphación. suspensión o reapertura «OJ

siquiera. como' expresamente señala la STC 78/1978, aprovechando la
ocasión de ulteriores notificaciones a otras partes o interesados en la
misma' resolución que se pretende impu$anr en amparo». En dicho
-\uto, se declaraba asimismo la inadmislón del presente recurso en
1'c1ación con los recurrentes don André Más Carbó y don Francisco
Valcrl Olmos, por no haber aportado poder acreditativo de la represen
la<:ión de los mismos por la Procuradora dona Teresa Castro Rodríguez.
pese a haber sido requeridos 'Oportunamente para subsanar dicho defecto
dc postulación. En consecuencia. por providencia de esa misma fecha.
la Sección Primera de la Sala Primera acordó admitir a trámite la
dl.'manda de amparo linicamente en relación con las recurrentes doña
Isabd Lorente Tallada y dona Rosario L10bregat Moreno, requiriéndo~e
a los Juzgados.de Distrito,num. t3 y de Instrucción núm.. 14 de 'latencia
para que. en el plazo de diez días. ~mitieran t~sttmonio de .las
actuocioncs. e interesándose el emplazamiento de qUienes, a cxcepclOn
de las mencionadas recurrentes. fueron parte en el procedimiento para
'1u<." en el plazo de diez dias. compareciesen en este proceso constitucio
nal.

9. Por providencia de 6 de noviembre de 1989, la Sección Primera
de \a Sala Primera acordó tener por recibidas las actuacio."es y, dt'
conformidad con lo dispuesto en el arto 52 de la LOTe. dar Vista de las
mismas por un plalo cornun de ....einte días al Ministerio Fiscal y a las
d~l1l<lndantes de amparo para qw: formulasen las alegaciones que
l'slilllasen pertinentes.

\o: Con fecha r de dicielllbre de 1'989, la representación de las
demandantes pres~ntó un escrito en el que daba p~r reproducida.~ .las
alegaciones contemdas en la demanda de- ólmpólro. reiterando su petlclOO

de d<..·c!aración de nulidad de las Sentencias dictadas en instanCia y en
apelación. Por su parte el Ministerio Fiscal. en escrito de esa misma
fecha. tras recordar la doctrina de este Tribunal en materia de principio
acusatorio, concluía que en c-I caso de autos nadie ejerció acusación
alguna contra las solicitantes de amparo en el acto del juicio ami
celebrado ante el Juzgado de Distrito núm. 13 de Valencia. por lo que,
al haberse dictado un faJlo condenatorio, la Sentencia de instancia
vulneró su derecho a conocer la acusación y su derecho a no padecer
indefensión. contenidos ambos en el arto 24 de la c.E. No pareciéndole.
en cambio. que la falta de respuesta judicial a las pretensiones deducidas
por la defensa de las recurrentes presentase dimensión conSlÍtucional.
Pues, por una partl'. la Sentencia dictada en apelación contenía una
motivación al respecto basada en la convicción alcanzada por el órgano
judicial en el sentido de inexistencia de la falta que se imputaba a la
denunciante. y, par otra parte. la no deducción del testimonio Instado
no impedía a las recurrentes ejercitar las acciones que estimasen
pCl1111enles ante los órganos judiciales competentes. Por todo ello, el
Fiscal ante el Tribunal Constitucional concluía interesando a este
Tribunal que dicta~e Sentencia concediendo el amparo por vulnerar las
Sentl'nclas lmpugnadas los derechos fundamentales contemdos ¡;n el
ar!. 24.1 y 2 de la C. E,

11. Por providenCia de 25 de mayo de 1992 se acordó s~nalar para
dc-liberación y votación de la presente Sentencia el día 28 sIgUiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. En la presente demanda de amparo, se invoca la vulneración del
arto 24 de la Constitución, con base en dos hechos distintos: La emiSión
de un fallo' condenatorio no obstante no haberse formulado en la
instancia acusación alguna contra las recurrentes; y la incongrucncia
omisiva producida por el órgano. jurisdicci~mal .al no ha~e~ dado
respuesta a la pretensión de dedUCCión de tesumon¡o y de soliCitud de
condena de la denunciante form~lada por a9uélIas. .

Por lo que se refiere a la pnmera de dichas vulnera('lones. ~ebe
recordarse que este Tribunal ha señalado reiterad.amente que el prlncI·
pio acusatorio forma parte de las ga,rant~as sustanCiales d~1 proces.o penal
incluidas en el arto 24 de la C.E.: Imp1Jcando. en esenCIa. la eXIstenCia
de una contienda procesal entre dos partes contrapuestas -acusador y
acusado- que ha de resol ....er un órgano imparcial. con n,e.ta distinción de
las tres funciones procesales fundamentales: AcusaClOn propuesta y
defl.:ndida por persona distinta del Jue~,. ~efcnsa con dere~ho.<;. y
facultades iguales a las del acusador. y dectSlon por un órgano JudiCial
independiente e imparcial, que no actúe como parte frente al acusado en
el proceso contradictorio.

El indicado principio presupone que la acus~ción sea pr~viamt'nte

formulada v conocida. así como el derecho del Imputado a ejercer su
defensa y. éonsiguientemcntl? la posibilidad de contesta~ o. ~ech~lar la
acusación. El proceso penal exige la necesidad de contradlcclOn, esto ~·s.

de enfremamiento dialéctico entre las partes. de manera que la defensa
pueda conocer el hedlo punible cuya comis!9n se atribuye, 10 que
resultaria imposible dc formu·larse la acusaclon en el momento de
emisión del fallo condenatorio. confundiéndose así acusación y con·
dena. y originándose una situación de absoluta indefensión (SSTC
54/1985, 84/1985, 1J4/ 1986, 5J/1987 Y 168/1990, entre otra.,).

Segun ha declarado este Tribunal con reiteraCión, las mencionadas
exigencias del prinCIpio acusatorio se extienden al juicio de .faltas.
Deben, pues. interpretarse las normas legales que regu;la~ ~ste lipo de
procedimiento de forma tal quc ~e ~e~pcte dI.cho p~nclplO, pu.es ~s
evidente que el derecho a la tutela JudiCial efecuva, «Sto que, en ~lOgun
caso pueda producirse indefensión». requiere gue. todos los l.ry1pllcados
en cualquier tipo de. proceso penal -y, por conSigUiente, tamblcn.l,os que
lo esten en un juiCIO de faltas- sean mformados de la acusaclOn que
contra ellos se formula para poder defenderse contra ella de manera
contradictoria. Dicha eXIgencia debe mantenerse en cada una de las
instancias. sin que la formulación de acusación en segundól instancia
pUl-da subsanar la ausencia de la misma en la: primt::ra, pues t·llo
supondría una violación del derecho a la doble InstancIa en materia
penal (SSTC 84/1985, 17/1988 y 240/1988).

-\plicando la anterior doctnna al caso de autos. y una vez compro
bado que,' segun consta ~n el Acta del juicio oral. no se formulo en
primera Instancia acusación alguna contra las hoy d~mandantL's de
amparo. dado que el Ministerio Fiscal solicitó la·ab~oluclón .d7.todos lo~
procesados y que la dcnunciante no se c!pu~ a dicha p~tlCIO~. ha de
concluirse que, efectivamente, las Semenclas Impugnadas Incumeron en
violación del pnncipio acusatOriO, originando una situación de inde~~n

sión conslitucionalmente prohibida.

2. La admisión del precedente motivo de amparo dispensaría a l'ste
Tribunal de entrar a conocer del segundo de los planteados en el
presente recurso. Ello no obstante. conviene senalar que la supuesla
incongruencia omisiva a que en, la demanda se hace referenCia no
presenta contenldo,suficieme para Intcgr!lr u,n nuevo mo!ivo de amp.lro
'1 a que. para exclUir su rek\Onl'IU CllnStltuclonal, bastana con remItJr"L'
a la apreciación realizada por el Juez aJ qllllm en el sentido de qUL' los
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hechos imputados a la denunciante carecían de reievancia penal, y de
que tampoco era posible dirigIr reproche penal alguno a los órganos
policiales por haber desarrollado la única actividad que les resultaba
posible ante la resistencia opuesta por parte de los demandantes a la
petición de desalojo del local donde tuvieron lugar los hechos. Por lo
demás, como acertadamente argumenta el ~1inisterio Fiscal en su escrito
de ale~aciones de 1 de diciembre de 1989. nada (mpedia a la~ recurrentes
que C)Crcltasen las acciones que al respecto estimasen per1lOentes ante
los órganos Jurisdiccionales competentes. En consecuencia. ha de
descstlmarse el motivo de amparo consIstente en una presunta incan
~rucncia omisiva pretendidamcnte vulneradora del derecho a la tutela
1udicíal efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
ACTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUC¡Or-; DE LA NACIÓN
ESPANOLA.

15365 Pleno. Selltencia 84/1992, de 28 de maro. CuestIón de
incollstitucionafidad 187/1992. Promorida por la Audien
cia Provincial di? Murcia, en re/ación con la DiSposición
adicional primera. apartado 4. fJ de la Ley Orgánica 3/1989,
de 21 de junio, de actualización del Código Penal.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio Llorente, Vicepresi
dente. don Fernando García..Mon y González-Regueral, don Eugenio
Díaz Eimil. don Miguel Rodríguez-Piñeroy Bravo ferrer, don Jesús
Leguina ViIla,.don Luis López Guerra, don José Luis de los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra
y don José Gabaldón L6pez, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguient~

. SENTENCIA

En l!l cuestión de inconstitucionalidad numo 187/1992. planteada por
la Sccclün Cuarta de la Audiencia Provincial de Murcia relativa a la
supuesta inconstitucionalidad de la Di:>posición adicional primera,
aparlado 4.0 de la Ley Orgánica 3/1989, de 21 ded·unio. de actualización
del Código Penal. Han sido partes el Fiscal eneral d.e1 Estado, el
Abogado del Estado en representación del GObierno de la Nación y
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa el
panxcr del Tribunal.

1. Antecedentes

1. El día 21 de enero de 1992 se recibió en el Registro General de
este Tribunal el Auto de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Murcia. de 8 de enero anterior, por el que se acordaba plantear la
cuestión -de inconstitucionalidad relativa a la Disposición adicional
primera, apartado 4.0 de la Ley Orgánica 3/1989, de actualización del
Código Penal. por entender que su aplicación podría conculcar el
principio de igualdad consagrado en el arto 14 CE.

2. El Auto cuestionante citado tiene su base en los siguientes
hechos;

a) En Sentencia de 8 del'ulio de 1991 recaida en los autos de juicio
verbal civil núm. 229/91, el uzgado de Primera Instancia número 3 de
C'artagena estimó parcialmente la demanda interpuc~ta por don Salva
d,?r Hemández Sánchez, quien actuaba en nombre de su hijo menor
RIcardo Hernández García. contra don Casto Garda Lázaro a quien
condenaba a abonar al actor, en la representa<.-1ón que ostentaba. la
cantidad de 3.372.000 pesctas;sin expresa imposición de costas, como
consecue!"cia de las lesiones sufridas por dicho menor al ser atropellado
por un Ciclomotor propiedad del condenado, condUCIdo por el hijo de
éste, Casto Garda Vera.

En la Sentencia-de instancia se recogía que contra la misma podía
interponerse recurso de apelación. en el plazo de tres días. para lo cual
el condenado al pago debería acreditar haber constituido depósito en el
establecimiento destinado al efecto por el importe de la condena.

b) El condenado interpuso recurso de apelación contra la misma
s!n efectuar el de(jósito requerido, por 10 que el Juzgado dictó providen
cia declarando no haber lugar a admitir el recurso de apelación
interpuesto. Recurrida en reposición. la pane intereS.Jda solicitó del
Juz~do el. ~l~ntea'!l!ento de .cuestión de inconstitucion::Jlidad referida a
la Disposlclon adiCIonal pnmera, apartado 4.° de la Ley Orginica
3/1989, de actualización del Código Penal. en cuanto instauradora del
requisito omitido, y el Juzgado, por su parte. desestimó el recurso por
medio de Auto de 24 de septiembre de 1991.

.c) Contra el Auto anterior se interpuso fl'Curso de que;a er. el que
se msistía en el planteamiento de la cur,:stién de incol1stitucionalldad.
Por su parte. la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Murcia.

Ha decldido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por doña \-1::lria Tsabd
Lorcnte Tallada y dona Rosano Llobregat Moreno y, en su --inud

Prirnero.-Anular parcialmente las Sentencias djetndas el 17 de mJYi)
de 1988 por el Juzgado de Distrito nÚm. 13 de Valencia, en el JUIcio de
faltas núm. ~61/1988, y el 1I de noviembre de 1988 pi)r el Juzgado de
!mlrucclón numo 14 .de Valencia, en grado de ape1ac:ón del nt:ldo JUlcio
de taltas. en lo rdall\'O a las condenas impuestas a dona :\-larb I<;ahel
Lorcnte fallada y dona Rosario L10bregat Moreno. .

Scgundo.-Rcconocer el derecho de las cilada~ recurrentes dc :l.mparo
a no ser condenadas penalm~nte sin que medie una acusación prevIa.

Tercero.-Descstlmar el reCUíSO de amparo en todo lo dcm::i.'>.

Publiquese esta Sentencia en el «Bolelín Oticial del Estado».
Dada en :\'fadrid a veintiocho de mayo de mil novcóentos novcnt:l

;. dos.-francl'5Co To~js y Valiente. Fernando García-'\{on y Gonzú.kz
Rcgueral.-Jesus Leguma Villa.-Luis López -Guerra.-Vicenle Gimcn,Q
Sendra.~Finnadosy rubricados.

a quien correspondió su conocimiento, dio traslado de la pretensión al
MinisteriO Fiscal y a la pane aetora del proceso civil. El Mlnl:>teno
Fiscal presentó escrito en el que manifestaba que no estimaha nC'cesario
el planteamiento de la cu.estión de ¡nconstitucionalidad.

3. Mediante Auto de 8 de enero de 1992. la citada Sección p!¡mteó
cuestión de inconstitucionalidad ante este Tribunal c;obre la disposición
adicional primera. apartado 4.° de la Ley Orgar.ica 3/1989. de 21 de
junio. de actualización del Código Penal. El precepto del que se hace
cuestión dice lo siguiente:

«Para interponer recurso de apelación contra la resolución que ponga
fin a los procesos a que se refiere la presente disposición -juicios
verbales civiles relativos a la indemnización de los da "OS y perjuicios
ocasionados con motivo de la circulación de vehículos de motor-, el
condenado al pago de la indemnización deberá acreditar haber consti
tuido d~pOsito en el establecimiento destinado al efecto del impon.:: de
la condena que se le hubiere impuesto incrementado con los intaeses >.
recargos exigIbles.»

A juicio de la Audiencia Provincial de Murcia dicho prec;::pto puede
estar en contradicción con lo dispuesto en el arto 14 de la COl"'stitu:..:ión
\.'sp::111ola. conforme al cual «los españoles son iguales ante la Ley. ,sin que
pueda prevalecer dis;,;rill;[naC1Ón alguna por nJ,zón de... cualqull'r otra
condición o cirC"unstancia personal o sociabl-. Esa desigualdad nace desde
el momento en que sólo el condenado solvente gozaría del hcp.cfÍcio dI.:
la doble instancia y. por tanto. de la posibilidad de acudir a un Tribunal
superior con mayor garantía teórica de acierto técnico en la estimación
de los hechos y en la aplicación del Derecho: mientras que. por el
contrario, el insolvente se vería privado de cualquier recursu y quedaría
vinculado para siempre a una condena que, teóricamente. pudiera no ser
ajustada a Derecho. En todo caso, la finalidad de la norma que. sin duda.
es evitar recursos inmotivados y meramente dilatorios. puede scr
oblenida perfectamente mediante la solicitud de ejecución provisional a
que se refiere la disposición adicional segunda y el arto 385 de la L E.e.

4 Por providencia de la Sección Segunda, dé 3 de febrero de 1992.
se acordó, por un lado, tener por recibidas las precedentes aCluaciones
que remitía la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Murcia )",
por otro. oír al Fiscal General del Estado para que, en el pinzo de die?
dias y a efectos de lo dispuesto en el art. 37.1 de la Ley OrgánJ(-a de este
Tribunal, exponga lo que estime pro~edente sobre la posible t:::l!ta de
relevancia constitucional de dicha cuestión.

5. El Fiscal General del Estado, en escrito que tuvo entrada en el
Rcgislro de este Tribunal el 18 de febrero siguiente, presentó ws
alcgaciones. concluyendo que se oponía a la admisión a tramite de 1<1
prl'scnte cuestión.

En primer termino. consideraba Que la cuestión se ha planteado u.;
modo abstracto. puesto qUe en ningún momento se ha acreditado por
parte del recurrenle en queja falta de medios para satisfacer d deposllo
que la norma cuestionada establece.

En segundo término. el Fiscal General del Estado rccuen.!a, .:itando
una serie de resoluciones de eSte Tribunal -entre otras. SSTC 3/1983.
5/1988.99/1988. 176fl990 y 13/1991-que supeditan a la con~igna(Íón

de una determinada. cantidad la viabilidad procesal de Uil rccur~o.
siempre que tal restncclón de la via procesal sea proporCiO!l:I(!:¡' a la
consecución de una finalidad constitucionalmente Icgiti;")].:J. no e~
contraria al derecho.:J.1 prOCeso debido ni es obstáculo a la tOlda Judicial
cfcctiva.

A la vista de esta doctrina. no parece Que la Disposición adi(ioml!
primera. apartado 4.° de la Ley Orgánica 3/1989 choque por si mism:l
con el rrecepto de la Constitución que- se invoca (art. 14). Otra cosa es
que lüs órganos encargados de apliCtlrla deban hacerlo de la manera que
im:haci Tnbun:l! Constitucional y que, quienes pretenden recurrir en
apelación. puedan akgar su concreta situación para sugenr a los ó~ar.os

,,


